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U N TAL NIEVES SALVADOR, DEL PUEBLO San Simón Sosocoltepec 
del municipio de Amatepec, se acercó en 1873 al adminis­
trador de Sultepec, una región montañosa del centro de 
México. Aseguraba que había nacido y se había criado en 
su pueblo y que había poseído allí una porción de tierra 
desde tiempos inmemoriales, heredada de sus antepasa­
dos. Decía que podía demostrarlo con documentos. L a 
tierra, de hecho, consistía en dos partes: una, en la que se 
podía sembrar media fanega de maíz y otra, que era un 
huerto irrigable. Le pidió al jefe político que le concedie­
ra la posesión de estos terrenos, de acuerdo con la ley de 
privatización del 25 de junio de 1856. E l jefe político 
de Sultepec envió la solicitud al Ayuntamiento de Ama­
tepec, donde se debía determinar si la petición de Nieves 
Salvador se podía satisfacer y a qué precio. E l alcalde de 
Amatepec visitó los terrenos con su secretario y estimó 
que valían 60 pesos. Justificó su valuación aclarando que 
la tierra no se podía cultivar todos los años. Además dio la 
siguiente descripción de los límites del terreno: " . . .Por 
el oriente [linda] con un terreno nombrado 'los Coyotes', 
por el poniente con unas varrancas, por el norte con un 
palo de naranjo agrio y por el sur con unas peñitas y en­
cinal." 

Luego remitió el expediente al jefe político, quien a 
continuación ordenó que se le entregara el título a Nieves 
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Salvador.1 La extensión del documento, una página úni­
ca, sólo dejaba espacio para un breve resumen de los 
datos personales del nuevo dueño y de la ubicación, valor 
y capacidad agrícola de la tierra.2 

Mediante este procedimiento sencillo, que podía reali­
zarse en el lapso de unas cuantas semanas, los miembros 
de las comunidades propietarias de las tierras podían con­
vertirse en dueños de las parcelas que habían utilizado 
hasta entonces. Esto era resultado de la ley Lerdo, una le­
gislación federal de privatización de la propiedad agríco­
la, adoptada el 25 de junio de 1856. L a ley tomaba su 
nombre del ministro que la propuso, el liberal Miguel 
Lerdo de Tejada. Dicha legislación establecía que las pro­
piedades de las instituciones clericales y civiles se debían 
privatizar en poco tiempo. Con este fin, los usuarios de las 
tierras podían reclamarlas en propiedad. Si un edificio o 
terreno no estaba ocupado o si el ocupante no lo quería 
adquirir, se tenía que organizar una subasta. Sólo estaban 
exentos de privatización los edificios y terrenos utilizados 
por las instituciones mismas, como iglesias, hospitales, 
ayuntamientos y mercados. En cuanto a los terrenos de las 
aldeas, el ejido y el fundo legal, estaban exentos de priva­
tización. 3 

L a ley Lerdo era parte del drástico programa de trans­
formación social impulsado por el gobierno de la 
Reforma. Este gobierno había tomado el poder en 1855, 
después de un año de revolución. La privatización de las 
propiedades comunales había sido un ideal liberal añora­
do desde hacía mucho tiempo: el hecho de que un grupo 
específico tuviera acceso exclusivo a los terrenos comuna­
les parecía estar en conflicto con el principio de la igual­
dad civil. Además, los liberales consideraban que la 

1 A M S , Tierras, c. 1, exp. ix. 
2 A M S , Tierras, c. 1, exp. n. SCHENK, 1 9 8 6 , p. 6 5 . Se utilizaron títulos 

semejantes en otros distritos y estados. Véase HUITRÓN, 1 9 7 2 , apéndice 3 
y SCHRYER, 1 9 8 0 , p. 9 7 . 

3 FABILA, 1 9 8 1 , pp. 1 0 3 - 1 0 6 . L a colección legislativa más completa 
(hasta 1 8 9 3 ) sobre la ley Lerdo, en LABASTIDA, 1 8 9 3 . 
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propiedad comunal de la tierra era un obstáculo para el 
desarrollo económico. Suponían que los comuneros te­
nían poco interés en invertir en su tierra y que la propie­
dad privada promovería más el desarrollo y la prosperidad 
social. Desde 1812 estas consideraciones habían llevado a 
las cortes de Cádiz a introducir leyes de privatización en 
todo el imperio español. Después de que México obtuvo 
su independencia, se establecieron estas leyes en varios 
estados de la federación. 

Sin embargo, la turbulencia política de la joven repú­
blica sofocó estas primeras medidas de desamortización. 
La propia ley Lerdo estuvo a punto de perecer en la lucha 
política. E l ataque liberal a la posición de la Iglesia y del 
ejército condujo a una guerra civil entre liberales y con­
servadores. Las potencias europeas enviaron fuerzas de 
intervención, y las hostilidades terminaron únicamente 
después de que los liberales derrotaron al archiduque aus­
tríaco Maximiliano de Habsburgo en junio de 1867. Sin 
embargo, el conflicto político interno continuó aún du­
rante la república restaurada (1868-1876). Las luchas en­
tre líderes liberales rebeldes produjeron nuevas guerras 
civiles y, en ausencia de una autoridad central, los distur­
bios y el bandolerismo eran casi endémicos. La lucha polí­
tica se apagó sólo con el porfiriato, el largo reinado de 
Porfirio Díaz (1876-1911) y de su protegido Manuel 
González (1880-1884). Díaz logró fortalecer su control 
sobre la nación, sobre todo durante las décadas posterio­
res a su regreso a la presidencia. Alrededor de 1890, el 
gobierno federal elaboró una nueva ley para volver a ini­
ciar el proceso de privatización, como ya se había hecho 
en varios estados. 

En otras palabras, los primeros años de la ley Lerdo fue­
ron muy desafortunados. Con todo, dicha legislación 
habría causado bastante conmoción aun en un clima polí­
tico tranquilo. E l texto y las regulaciones de esta drástica y 
complicada ley no eran claros en absoluto y no tenían 
relación alguna con la práctica de la tenencia comunal. 
Durante los meses siguientes a la expedición de la ley, los 
servidores públicos de todo el país fueron bombardeados 
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con preguntas. Sin embargo, se podría dudar incluso de 
que ellos mismos entendieran la ley.4 

La falla más grave de esta legislación fue el mal cálculo 
del momento para aplicarla. Se citaba a los individuos a 
reclamar las propiedades en un plazo de tres meses, aun­
que los problemas políticos estaban lejos de ser resueltos. 
Se había ordenado a las autoridades locales y regionales 
que apoyaran el procedimiento en una época en que éstas 
ni siquiera sabían que existían las tenencias comunales. A 
falta de catastro, no había información suficiente. Hubo 
escasa respuesta de los municipios a los intentos del 
gobierno de hacer un inventario de las propiedades, y la 
información proporcionada, a menudo era poco confia­
ble. Además, era común que se disputaran las propieda­
des entre distintas comunidades, así como entre aldeas e 
individuos. Estos conflictos, la mayoría de los cuales 
se habían originado en la época colonial, aparecían siem­
pre que debían establecerse fronteras, como con la priva­
tización.5 

La falta de claridad en cuanto a la propiedad comunal y 
la legislación dio lugar a las siguientes preguntas: 

—¿Qué tierras se privatizarían? 
—¿Cómo se llevaría a cabo la privatización? 
—¿Quién tomaría la iniciativa y quién era responsable? 
—¿Cuáles serían los resultados? 
Durante mucho tiempo sólo la última pregunta pareció 

hallar respuesta en una serie de publicaciones, principal­
mente de autores estadounidenses, durante las décadas 
posteriores a la Revolución. L a desamortización había 
conducido al desastre: los grandes terratenientes, los espe­
culadores y las élites locales habían tomado posesión de la 
propiedad de las aldeas. E l grueso de los comuneros se 
había proletarizado, viéndose obligado a trabajar en las 
haciendas y en la industria entonces incipiente. La caren-

4 POWELL, 1 9 7 4 , p. 7 7 ; LABASTIDA, 1 8 9 3 , pp. 2 3 - 1 0 7 ; BERRY, 1 9 8 1 , pp. 

139-140 , y FRASER, 1 9 7 2 , pp. 6 3 1 - 6 3 4 . 
5 Para tener una idea de la persistencia de estos conflictos fronteri­

zos entre pueblos, véase, DENNIS, 1 9 8 7 , passim. 
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cia de tierras fue el motivo principal de su participación 
en la revolución mexicana. 

Algunos autores han moderado esta imagen de despo­
j o masivo de las tierras de los campesinos. E n 1923, 
McBride señaló las diferencias regionales en cuanto a la 
continuidad de la tenencia comunal. Se calculaba que, 
para 1910, en los relativamente poblados estados de 
México y Michoacán, así como en el de Veracruz, la ter­
cera parte de la población ocupaba propiedades co­
munales. Se estimaba además que, en Oaxaca, esta 
proporción era mayor. 6 Más tarde Miranda presentó una 
imagen aún más positiva. Supuestamente, alrededor de 
40% de las comunidades había podido conservar sus tie­
rras oponiendo resistencia pasiva y activa a la privatiza­
ción. 7 Hasta hoy, este último porcentaje, que Miranda 
nunca justificó, aparece regularmente en la literatura 
histórica. A l mismo tiempo otros, con razón, han insisti­
do en que por falta de investigación regional es poco lo 
que se puede decir del alcance de la desamortización y 
de la falta de tierras para los habitantes de los estados en 
vísperas de la Revolución. 8 

Aquí abordaremos las primeras tres preguntas que se 
formularon: ¿qué tierra se privatizaría?, ¿cómo y quién lo 
haría? También examinaremos las reacciones de las co­
munidades. Utilizaremos las legislaciones nacional y esta­
tal, así como varios estudios en este campo y los archivos 
de desamortización originales del distrito de Sultepec, 
compendiados por las autoridades municipales, distritales 
y estatales. Estos no sólo revelan las formas en que las 
comunidades resistieron la desamortización de sus pro­
piedades, sino el hecho de que la debilidad de las institu­
ciones y de la legislación impulsó esta resistencia. 

6 M C B R I D E , 1923, pp. 139-156. 
7 MIRANDA, 1966, pp. 168-182. 
8 GUERRA, 1985, i, pp. 211-212 y II, pp. 472-489; MEYER,1986, pp. 477-

510; SCHENK, 1991, pp. 230-269, y KNIGHT, 1986, pp. 78-80 y 96-97. 
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E L DISTRITO DE SULTEPEC 

E l pueblo minero de Sultepec, al suroeste del actual 
Estado de México, era el centro de la legendaria provincia 
de la Plata al principio de la época colonial. Esta se ubica­
ba entre otros pueblos mineros, como Zacualpan y Taxco, 
al sur del Nevado de Toluca, sobre las laderas del suroeste 
del altiplano central. Después ele I a independencia, la 
industria de la plata nunca recobró su pretérita prosperi­
dad, a pesar de que siempre se mantuvo cierta actividad 
en el ramo en espera de nuevas bonanzas. En 1833, 
Sultepec se convirtió en la capital del distrito del mismo 
nombre. Después de que se volvieron a trazar algunas 
fronteras municipales y de que se fundaron dos nuevos 
municipios, surgió, en 1872, una división administrativa 
con seis municipios (cada uno con el nombre de su capi­
tal) que se mantuvo hasta la Revolución: Sultepec, Texcal-
titlán, Almoloya, Zacualpan, Amatepec y Tlatlaya. 9 Los 
primeros cuatro se ubican en la parte oriental del distrito 
y su relación con la industria de la plata era mayor. A l ini­
cio de la época colonial se otorgaron mercedes alrededor 
de estos centros mineros, que luego se convirtieron en 
propiedad privada. En los municipios de Amatepec 
y Tlatlaya, así como en las zonas aledañas a Sultepec y 
Zacualpan, las tenencias comunales de los pueblos y de las 
comunidades más pequeñas sin categoría de aldea (ran­
cherías, cuadrillas, barrios) ocupaban un lugar importan­
te. E n el distrito había pocos grandes terratenientes, a 
excepción del municipio de Amatepec, donde había una 
docena de pequeñas haciendas ganaderas (ninguna de las 
cuales excedía las 200 hectáreas) (véase mapa 1) . 1 0 

Según el censo de 1900, el distrito contaba con poco 
más de 65 000 habitantes. La superficie era de 2 750 km 2 y 
su densidad de población estaba entre las más bajas del 
estado. En ese año, la capital del distrito, Sultepec, tenía 
menos habitantes que Zacualpan, donde vivían 3 000 per-

9 ZAMORA, 1989, pp. 65-75. 
1 0 SCHENK, 1991, pp. 240-269. 
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Mapa 1 
E L DISTRITO DE SULTEPEC Y SUS MUNICIPALIDADES EN 1900 
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sonas. Exceptuando el gran pueblo indígena de Po-
zontepec, los otros 46 pueblos y 78 asentamientos eran 
sustancialmente menores. 1 1 

La región montañosa desciende desde los minerales de 
la tierra fría, en el oriente, a aproximadamente 2 000 m 
de altura, hacia el suroeste, a la Tierra Caliente, donde los 
valles más bajos están a aproximadamente 500 m, en el 
municipio de Tlatlaya. Tanto las comunicaciones internas 
como los contactos con los valles centrales eran difíciles. 
No había camino para carretas y el transporte de bienes 
entre la zona y Toluca se tenían que realizar a lomo de 
muía. E l viaje para atravesar el volcán duraba por lo 
menos tres días. 1 2 También escaseaban las conexiones de 
telégrafo y teléfono. Las primeras líneas se empezaron a 
tender en la década de 1880, mientras que la comunica­
ción directa con Toluca, la capital estatal, se estableció en 
el siglo xx. 1 3 

LAS PROPIEDADES COMUNALES 

L a ley Lerdo prohibió que instituciones civiles con exis­
tencia indefinida o eterna poseyeran bienes raíces. Por 
eso, se aplicaba a casi todas las formas de asentamiento, 
con o sin categoría de pueblo, con o sin título. 1 4 De forma 
implícita, la legislación se basaba en las regulaciones colo­
niales para los pueblos indígenas o pueblos de indios: en la 
práctica los legisladores clasificaban las propiedades de 
acuerdo con los criterios de la colonia española, aunque 
sólo se estableció oficialmente en la década de 1890.1 5 

Según estas regulaciones, la tierra de cada aldea se divi­
día en cuatro categorías: 

1 1 &ncentradón, 1 9 0 1 , pp. 13-79. 
1 2 SCHENK, 1 9 9 1 , pp. 2 4 3 - 2 4 4 y MOLINA, 1 9 3 1 , pp. 82 -88 . 
1 3 A H E M , c. 0 7 9 . 0 , vol. 1 6 2 , exp. 1; Datos estadísticos 1900, pp. 142 -

1 4 5 . 
1 4 MOLINA, 1978 ; imp., 1 9 8 3 , pp. 122 -123 . 
1 5 LABASTIDA, 1 8 9 3 , pp. 19 -23 y 48 -49 y OROZCO, 1 9 7 5 , pp. 47 -48 . 
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— E l fundo legal, es decir, el terreno del pueblo, exento 
de privatización. En el siglo X I X , al igual que bajo la ley 
colonial, las aldeas podían exigir un fundo legal mínimo 
de 101 hectáreas. 

—Los terrenos de común repartimiento, de propiedad co­
mún, aunque se repartían entre los jefes de familia del 
pueblo para su cultivo. 

— E l ejido, tierra perteneciente a la comunidad del pue­
blo y usada por todos para obtener forraje, combustible, 
agua y materiales para construcción. 

—Los propios, es decir, las tierras cuyo producto contri­
buía a las arcas del pueblo porque se cultivaban en común 
o, más a menudo, porque se rentaban a los habitantes o 
de otras provincias. 

Además, muchas aldeas reservaban campos para las co­
fradías, o se las rentaban, y utilizaban los ingresos para 
ceremonias y fiestas religiosas. A veces, la Iglesia y las auto­
ridades civiles consideraban oficialmente estos campos 
como sitios dedicados a un santo patrón o a un fondo pia­
doso. En estos casos se podía considerar que pertenecían 
a la Iglesia. Sin embargo, la mayor parte de las cofradías 
de los pequeños pueblos rurales carecían de reconoci­
miento oficial. Así, de hecho, su propiedad formaba parte 
de las tenencias comunales. 

Los procesos jurídicos coloniales muestran que en los 
valles centrales, tanto los territorios de los pueblos como 
sus partes, se medían con gran precisión y se registraban 
con gran detalle. A veces los pueblos se ubicaban tan cer­
ca unos de otros que sólo había espacio para los fundos 
legales. 1 6 Las diferencias entre aldeas en cuanto a exten­
sión territorial eran enormes. Algunas poseían haciendas 
y ranchos valiosos.1 7 En particular, fuera de los valles cen­
trales, las propiedades podían ser muy extensas.1 8 San 

1 6 OUWENEEL, 1989, pp. 149-178. 
1 7 LÓPEZ SARRELANGUE, 1982, pp. 1-38 y L IRA, 1983, pp. 170-532 

(Documento Número 149). 
1 8 OROZCO, 1975, p. 192; TUTINO, 1986, p. 140; BAZANT, 1985, p. 456; 

MEYER, 1986a, p. 192, y GONZÁLEZ NAVARRO, 1958, pp. 181-182. 
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Simón Sosocoltepec, el pueblo de Nieves Salvador, y su 
cabecera, Amatepec, tenían un área de más de 100 k m 2 

cada uno, igual que el pueblo de Santa Ana en el munici­
pio de Tlatlaya. 1 9 Los pueblos San Miguel Totomoloya, en 
Sultepec y Huisoltepec, en Zacualpan, tenían un área de 
aproximadamente 80 kilómetros cuadrados.2 0 

Con territorios tan grandes la diferencia entre las cate­
gorías mencionadas anteriormente tendía a ser vaga, y en 
muchos casos ni siquiera existía. Los patrones de uso del 
suelo, caracterizados por la rotación de cultivos, provoca­
ban que los límites entre el ejido y las tierras de común 
repartimiento fueran flexibles. A menudo el fundo legal 
se cultivaba y podía formar parte de aquél. 2 1 Sin embargo, 
los terrenos de buena calidad a menudo se heredaban de 
padres a hijos y hasta cierto punto eran propiedad priva­
da. U n terreno se podía considerar perteneciente a una 
cofradía dependiendo de su utilización. Si un lote se ren­
taba, se convertía en propio; pero si no se le encontraba 
ocupante, se podía utilizar como ejido. Este término rara 
vez se usaba en el distrito. Con excepción de los propios, 
sólo se hacía distinción entre las categorías. La gente, por 
lo general, utilizaba términos genéricos como los terre­
nos, las tierras o el común de una determinada aldea. 

En el Estado de México la categoría de la propiedad de 
los pueblos era ambigua. Aunque los dueños eran los 
habitantes de los pueblos, se suponía que la tenencia esta­
ba representada por las autoridades del municipio en el 
que se ubicaba la aldea. 2 2 Estas tenían derecho a los ingre­
sos generados por los propios de cada aldea. Así, el muni­
cipio de Tlatlaya cobraba a las aldeas impuestos fijos por 
los ingresos del arrendamiento. 2 3 Los archivos de des-

1 9 AIANÍS BOYZO, 1981, pp. 3-58. 
2 0 SCHENK, 1986, p. 108. A M Z , Tierras, c. 1, exp. n. 
2 1 W O O D , 1990, pp. 117-129. Los archivos de privatización de 

Sultepec contienen muchos ejemplos de tierras cultivables adyacentes 
a las iglesias principales en el centro de los pueblos y utilizadas por 
comuneros individuales, A M S , Tierras, c. 3, exps. m y vn. 

2 2 HUITRÓN, 1972, pp. 20-21. 
2 3 A G N , Ayuntamientos, vol. 57. 
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amortización muestran que los pueblos en Tlatlaya, 
Amatepec y Sultepec gozaban de libertad en el arrenda­
miento de " su" propiedad y que estos municipios no 
podían ejercer el control adecuadamente, ni siquiera des­
pués de establecida la ley Lerdo. Hasta comienzos del 
siglo X X los ocupantes de estos terrenos arrendados de 
forma privada intentaron obtener títulos de propiedad 
por medio de demandas. Las aldeas en cuestión se opusie­
ron a estas impugnaciones. 2 4 

La falta de claridad y uniformidad en cuanto a la cate­
goría de las tenencias comunales, que continuó después 
de la adopción de la ley Lerdo, queda al descubierto con 
la reacción del gobierno del emperador Maximiliano ante 
una investigación de la propiedad de los pueblos. E l go­
bierno se quejó de la falta de uniformidad de la legisla­
ción, ya que las leyes coloniales permanecían vigentes en 
algunos lugares, mientras en otros primaban las de la Re­
pública anterior a la Reforma, y en otros más, la ley Lerdo. 
Así, se preguntó a las autoridades de Zacualpan si la ley 
Lerdo se aplicaba en su municipio. Su respuesta no fue 
muy esperanzadora. E l alcalde escribió para decir que no 
podía responder y que el municipio no tenía copia de la 
ley ni de sus regulaciones porque "e l furor de la guerra 
los hizo desaparecer".2 5 

L A LEGISLACIÓN 

El hecho de que la ley Lerdo produjera resultados direc­
tos en cuanto a las propiedades de los pueblos, bastó para 
que el jurista Andrés Mol ina Enríquez, crítico de la ad­
ministración de Díaz e importante intelectual revolucio­
nario, cuestionara si los dirigentes de la Reforma habían 
buscado la privatización. Sugirió que los legisladores de la 
Reforma sólo habían querido atacar a la Iglesia, aunque 
habían disfrazado esa intención con una legislación más 

2 4 A M S , Tierras, c. 1, exp. xxn, c. 3, exp. vn, c. 5, exp. n. 
2 5 A M Z , Tierras, c. 1, exp. n. 
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general. 2 6 Los "autores clásicos" han adoptado este su­
puesto al asegurar que el ataque a las tenencias comunales 
comenzó con Díaz. Sin embargo, Fraser ha rechazado esta 
hipótesis de forma convincente. Señaló la larga historia de 
los ideales de desamortización en los escritos de los libera­
les mexicanos y las medidas que tomaron los dirigentes de 
la Reforma después de la promulgación de la ley Lerdo. 2 7 

La legislación que promulgaron varios estados durante la 
república restaurada confirma la posición de Fraser. 
Durante 1867-1868, en estos estados se promulgaron leyes 
para reiniciar la privatización de las tenencias comunales. 
A menudo los políticos que propugnaban por estas le­
yes eran los mismos liberales que habían apoyado la 
Reforma. 2 8 

Estas leyes aclaran también otro aspecto de la desamor­
tización: si la exención de la privatización de los ejidos, tal 
y como estaba formulada en el artículo 8 de la ley Lerdo, 
quedaba anulada por la prohibición general de la tenen­
cia comunal establecida en el artículo 27 de la Constitu­
ción de 1857. La prohibición estaba formulada de manera 
muy clara, y las opiniones de los abogados del gobierno de 
Díaz, así como la de la comisión agraria de 1912, eran que 
la legislación prohibía la continuación de los ejidos. Es­
ta interpretación es aceptada, en general, incluso por la 
historiografía. 2 9 Sin embargo, en 1961, Reyes Heroles re­
chazó esta "interpretación tradicional". Además de los 
argumentos legales, señaló que muchos miembros de la 
cámara de diputados estaban reunidos en la sesión del 

2 6 MOLINA , 1978, pp. 114-116. 
2 7 FRASER, 1972, passim. 
2 8 Acerca de esta legislación en el estado de Puebla (1867), véase 

THOMPSON , 1991, p. 222. Acerca de Tlaxcala (1868), véanse HALVERHOUT, 
1990, pp. 3 1 - 3 2 ; sobre Michoacán (1868), KNOWLTON , 1990, pp. 6-7; 

sobre el Estado de México (1868, incluyendo así a los estados de 
Morelos e Hidalgo), HUITRÓN , 1972, p. 137; sobre Jalisco (1868), 
KNOWLTON , 1978, p. 59, y para un comentario crítico acerca de esta legis­
lación estatal, OROZCO , 1975, p. 191. 

2 9 POWELL , 1974, p. 82; MEYER , 1986a, p. 205, y CARBÓ , 1989, p.125. 

Estas publicaciones sólo se mencionan como ejemplos de esta inter­
pretación aceptada de forma general. 
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Congreso Constitucional Mexicano desde febrero de 
1856, y le parece improbable que hubieran cambiado de 
opinión al cabo de pocos días. 3 0 Las leyes de desamortiza­
ción en los estados indican que las suposiciones de Reyes 
Heroles son correctas. En enero de 1868, los ejidos en 
Tlaxcala quedaron explícitamente exentos de privatiza­
ción. En el Estado de México la exención se incluyó en el 
decreto del 12 de abril de 1875. Se declararon inválidas, 
parcelas ya asignadas porque violaban " la letra y el espíri­
tu del art. 8Q de la ley del 25 de junio de 1856". 3 1 En otras 
palabras, los dirigentes liberales del Estado de México se 
referían a la ley Lerdo y no a la constitución federal. Lo 
mismo pasaba en los municipios. Las autoridades de 
Zacualpan asumieron que los ejidos y otros terrenos de 
uso público estaban exentos de la privatización. 3 2 Sólo 
alrededor de 1890 el gobierno federal promulgó instruc­
ciones para que los ejidos se privatizaran. 3 3 Es necesario 
investigar a fondo para determinar hasta qué punto las 
autoridades estatales cumplieron con estas instrucciones. 
Esto ocurrió en el Estado de México, por lo menos oficial­
mente. 3 4 En todo caso, de manera definitiva el estado se 
propuso incitar a los municipios a que explotaran sus 
montes, que, por lo general, habían sido parte de los eji-

3 0 REYES HEROLES , 1961, m, pp. 636-638. 
3 1 HUITRÓN , 1972, pp. 138-140. 
3 2 AMZ, Tierras, c. 1, exp. vil. 
3 3 Resoluciones del secretario de asuntos económicos {Fomentó), del 

30 de agosto de 1888, LABASTIDA, 1893, pp. 45-48; Ley sobre terrenos bal­
díos del 26 de marzo de 1894, y OROZCO , 1974, i, pp. 337-444. 

3 4 AHEM, c. 079.0, v. 159, exp. 19. Distribución bajo los jefes políti­
cos de las circulares federales de 1889 con instrucciones de cumplir 
con su contenido; AMS, Tierras, c. 3, exp. v. Distribución de la ley del 26 
de marzo de 1894, junto con la recomendación de una compañía pri­
vada que ofreció apoyar a los gobiernos municipales con los procedi­
mientos legales. Ricardo Avila menciona que J o s é Vicente Villada 
(1889-1904), justo después de su instalación en marzo de 1889, emitió 
una prohibición en cuanto a la división de los ejidos. Las instrucciones 
que a c o m p a ñ a b a n las circulares de 1889 indican que, si bien Ávila 
tenía razón, el gobierno de Villada cambió esta política al cabo de unos 
meses. ÁVILA, 1990, p. 22. 
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dos, y en esos años era más común que se arrendaran para 
fortalecer las finanzas municipales. 3 5 

A l comienzo del siglo xx el gobierno de Díaz moderó la 
política de desamortización. En 1901 se enmendó la Cons­
titución de 1857 para que las instituciones civiles tuvieran 
más posibilidad de poseer o administrar propiedades para 
alguna función pública. 3 6 En 1909 se pusieron nuevas con­
diciones a la privatización de los ejidos, para restringir la 
especulación. Esto fue para que, según se expresó repeti­
das veces, los campesinos se beneficiaran de la privatiza­
ción. Ahora se les protegía abiertamente, en irónico 
contraste con los principios liberales. La posesión de los 
terrenos privatizados iba de la mano con la obligación de 
cultivarlos. Incluso quedaba prohibido arrendar o vender 
la tierra por un periodo de diez años. 3 7 

De todos modos, esta forma de proteger la propiedad 
de los comuneros, en su mayoría analfabetas, no era nue­
va. Podemos encontrar estas regulaciones protectoras y 
discriminantes en las primeras legislaciones estatales, 
como la de Michoacán. 3 8 Lerdo de Tejada tomó medidas 
similares pocos meses antes de que su ley entrara en vigor. 
En octubre de 1856, se suspendió el plazo de tres meses 
para poner en práctica la ley en el caso de los "labradores 
pobres" y en especial de los indígenas. Si el valor de sus 
terrenos no excedía de 200 pesos, éstos se podían asignar 
de manera simple, y estaban libres de impuestos y de otras 
recaudaciones. No se permitía su asignación a terceras 
personas, a menos que los ocupantes originales otorgaran 
permiso explícito. Así, el gobierno pretendía impedir que 
otros, sobre todo "especuladores", se aprovecharan de 
ellos. 3 9 Aunque estos terrenos estaban exentos de im­
puestos para estimular su privatización, la presión que se 
ejercía sobre los dueños para que cooperaran con la pri­
vatización no era muy fuerte. Así, ya no existía la amenaza 

3 5 A M S , Tierras, c. 3 , exp. rv; A H E M , c. 7 3 7 . 9 , v. 1, exps. 4 0 , 4 5 y 5 1 . 
3 6 OROZCO, 1 9 7 5 , p. 1 9 3 y STEVENS, 1 9 8 2 , p. 162 . 
3 7 OROZCO, 1 9 7 5 , pp. 172 -173 y 1 7 8 y STEVENS, 1 9 8 2 , pp. 1 6 2 - 1 6 3 . 
3 8 GONZÁLEZ NAVARRO, 1 9 5 8 , pp. 143-144 . 
3 9 Resolución del 9 de octubre de 1856 , LABASTIDA, 1 8 9 3 , pp. 13-14. 
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de perder sus tierras. Hablando en términos legales, los 
posesiónanos de tierra comunal que no estuvieran interesa­
dos en la privatización no debían tomar iniciativa alguna. 

L a valuación de los terrenos que se iban a privatizar 
siempre causó confusión, tanto entre los historiadores 
como entre los contemporáneos. E l valor se determina­
ba con base en la cantidad que se había pagado a la insti­
tución por el arriendo. Cuando se transfería la propiedad, 
el nuevo dueño quedaba endeudado con la institución 
por el valor definido. Sin embargo, no tenía la obliga­
ción de pagar la deuda. Bastaba con pagar un interés equi­
valente al alquiler anterior más 6% del valor total. Por 
supuesto, no había obligación de pagar la propiedad a un 
precio fijo. E l comentario de Powell de que la mayoría de 
los indígenas sólo podían pagar un terreno pequeño, y en 
el peor de los casos ni siquiera eso, se basa en una inco­
rrecta interpretación de la ley. 4 0 

L a disposición de que el valor debía basarse en el al­
quiler, muestra que la ley Lerdo estaba formulada para la 
privatización de las propiedades eclesiásticas. Era fácil de­
terminar el valor de 16% veces, una cantidad conocida. Sin 
embargo, no había forma de implantar esta disposición 
para los terrenos de común repartimiento. Significaría que 
el valor de los terrenos de los comuneros, que generalmen­
te contribuían a las arcas de su comunidad en especie, ten­
dría que determinarse con base en esta contribución: 16% 
veces, el valor de una carga de forraje, de un pavo, de una 
cantidad de flores o de diez días de trabajo. No obstante, 
el legislador pretendía poner en práctica este sistema de 
impuestos, como se aclaró en el reglamento del 30 de ju­
lio de 1856, que describía la tasación con base en los servi­
cios prestados o los obsequios entregados como pago en 

4 0 POWELL , 1974, pp. 78-79; Powell se refiere a la Memoria de Hacienda 
de 1857, pero este (documento 149) enlista la privatización de propios y 
cofradías principalmente, y no ofrece información acerca del tamaño 
de los terrenos individuales ni sobre la riqueza o raza de los comprado­
res, como se sugiere. Sin embargo, esta interpretación se ha citado fre­
cuentemente en SINKIN, 1979, p. 172; ROSENZWEIG, 1988, p. 267, y FALCÓN, 
1992, p. 249. 
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especie. Incluso había un procedimiento de arbitraje para 
los casos de conflicto entre el demandante y la institución 
por el resultado de la tasación. 4 1 En el Estado de México 
resultó casi imposible ejecutar estas reglas. En 1871, el go­
bierno en Tornea se quejó de que era imposible reunir in­
formación para determinar qué servicios habían prestado 
los comuneros. De este modo, las regulaciones se dejaron 
a un lado y se valuó tomando en cuenta el tamaño del te­
rreno y la calidad de la tierra. 4 2 

En varios sentidos la ley Lerdo era impracticable. E l 
cauce de las demandas se delegaba a los gobiernos de los 
estados, distritos y municipios, sin indicar quién asumiría 
los costos del procedimiento. Para la medición de las par­
celas no había ni reglas ni pericia. Unos años antes de la 
adopción de la ley Lerdo había sólo un agrimensor en 
todo el Estado de México (que entonces abarcaba tam­
bién los actuales estados de Morelos e Hidalgo). 4 3 En 1865 
el Ayuntamiento de Zacualpan, integrado por funciona­
rios no pagados, según la costumbre de entonces, reportó 
que tenía poca información acerca de la propiedad en los 
pueblos bajo su autoridad y que por falta de perito no 
podía hacer un inventario. 4 4 Tomando en cuenta estos 
antecedentes, no sorprende que, antes de estallar la gue­
rra civil , la ley Lerdo no lograra resultados con los te­
rrenos de común repartimiento de las aldeas, y que en 
cuanto a los propios y a las cofradías los resultados fueran 
muy limitados. 4 5 

L A LEGISLACIÓN ESTATAL 

Las leyes promulgadas por los estados desde 1867 y 1868 
presentan desviaciones importantes con respecto a la ley 

4 1 Reglamento del 30 de julio de 1856, LABASTIDA, 1893, pp. 9-32. 
4 2 RIVA PALACIO , 1971; circular núm. 3 de la Secretaría General del 

Estado, 11 de enero de 1874, AMZ, Tierras, c. 1, exp. n. 
4 3 RIVA PALACIO , 1971. 
4 4 AMZ, Tierras, c. 1, exp. n. 
4 5 MOLINA , 1978, p. 124; Memoria de hacienda de 1857, pp, 325-412. 
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Lerdo. U n punto vital era la iniciativa para emprender 
procedimientos. En lugar de pedir al ocupante del terre­
no que presentara una solicitud, ahora los jefes políticos y 
las autoridades municipales tomarían la iniciativa de la 
desamortización en sus jurisdicciones. Otra disposición 
importante era que este procedimiento debía organizarse 
por comunidades. En lugar del procedimiento individual 
contemplado por la ley Lerdo, se estableció que un perito, 
que no necesariamente requería estar registrado, propor­
cionaría una lista de propiedades y un mapa por cada 
comunidad. Con base en ella, el jefe político podía repar­
tir los títulos. 4 6 La pregunta obvia era ¿a quién le corres­
pondía un terreno del común repartimiento del pueblo? y 
si se debía volver a dividir. En cuanto a esto, el Estado de 
México emitió varias instrucciones cuyo alcance era des­
igual. En un decreto de 1875, finalmente, se adoptó una 
línea moderada. En principio, la división debía basarse en 
los intereses de los que utilizaban el terreno, y los candi­
datos a poseerlos eran los habitantes más desposeídos. La 
tierra en manos del Estado también se podía asignar. E l 
concejo local tenía la responsabilidad de asegurar que 
hubiera "igualdad y equidad". Esta formulación general 
del decreto, que se convertiría en la base de las futuras 
desamortizaciones en el estado, dejaba en manos de los 
habitantes de los pueblos y los concejales, la posibilidad 
de dividir la tierra de acuerdo con sus propios deseos. Po­
dían decidir redistribuir la tierra o basarse en el patrón 
existente.4 7 

Con los decretos estatales el impuesto sobre los terre­
nos de común repartimiento privatizados bajó, en 1868, 
de 6 a 3% del valor establecido y, en 1875, a 0.8%. Más 
tarde, en 1898, este impuesto pasó al nivel del impuesto 

4 6 Congreso del Estado de México, decreto núm. 9 6 , de octubre 2 0 
de 1 8 6 8 , en HUITRÓN, 1 9 7 2 , p. 137 ; circular de la Secretaría General del 
Gobierno del Estado del 21 de mayo de 1 8 7 1 , y circular de la Secretaría 
General del Gobierno del Estado del 1 1 de enero de 1 8 7 4 , AMZ, 
Tierras, c. 1, exps. II y v. Sobre Tlaxcala, véase H A L V E R H O U T , 1 9 9 0 , 
pp. 4 0 - 4 1 . 

4 7 Decreto del 1 2 de abril de 1 8 7 5 , HUITRÓN, 1 9 7 2 , pp.138-140. 
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estatal para las propiedades privadas (1.1%). 4 8 Sin embar­
go, los terrenos de común repartimiento y los propios 
siguieron formando una categoría cuyos impuestos se 
cobraban aparte, pues contribuían a las arcas municipa­
les, mientras que los de otras propiedades formaban parte 
del crédito de los estados. En un ambiente de restaura­
ción gubernamental, las medidas tomadas por las autori­
dades estatales llevaron a un primer adelanto en la 
desamortización de terrenos de común repartimiento. En 
1869, se asignaron más de 65 000, cuya superficie total era 
de más de 800 km 2 . L a mayor parte de estas parcelas se 
situaba en los valles de México y Toluca. Sin embargo, en 
los distritos suroccidentales llamados de las faldas, inclu­
yendo Sultepec, no se lograron resultados.49 Las primeras 
asignaciones organizadas del distrito, aparecieron en 1874 
en los pueblos de Texcaltitlán y Zacualpilla. 5 0 

En el distrito de Sultepec, la desamortización práctica­
mente se detuvo hasta que, en 1889, los gobiernos federal 
y estatal reanudaron la presión para que se completara el 
programa de privatización. Las autoridades distritales sí 
dieron salida a algunas docenas de demandas individuales 
con base en la ley Lerdo. Sin embargo, el concejo munici­
pal de Zacualpan se negó durante mucho tiempo a dar 
seguimiento a estas demandas, sosteniendo que violaban 
la división por comunidades ordenada por el gobierno 
estatal. No había mucho que decir contra esta interpreta­
ción de la ley. Lo asombroso es que se haya permitido a 
los municipios aplicar su propia política. Como resultado, 
la privatización en Zacualpan se estancó, ya que tampoco 
se materializó una división por comunidades. 5 1 

La circular federal de 1889 exhortaba a los servidores 
públicos y a los jueces a seguir el procedimiento con más 
cuidado, sobre todo al entregar los títulos de propiedad. 
Las medidas tomadas durante el gobierno de José Vicente 
Villada iban de acuerdo con lo estipulado en la circular. 

4 8 S C H E N K , 1 9 9 1 , p. 2 5 9 . 
4 9 Memoria del Estado de México de 1869, Toluca, 1 8 7 0 , pp. 29-30 . 
5 0 A M S , Tierras, c. 1, exps. i y x y A M Z , Tierras, c. 1, exp. vin. 
5 1 A M S , Tierras, c. 1, exp. xxi. 
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E n 1889 y 1894, el congreso del estado había otorgado al 
gobernador, libertad total para reformar la política de 
desamortización. 5 2 Hizo nuevas adecuaciones al procedi­
miento y al registro de las parcelas. A principios de 1900, 
se estableció en Toluca una oficina especial que debía 
aprobar todas las nuevas asignaciones. Esta "Sección de 
desamortización y división territorial" era parte de la Se­
cretaría de Gobernación. 5 3 U n aspecto que esta oficina 
revisaba era si los expedientes de distribución incluían un 
plano sencillo del terreno solicitado. En 1904, se regla­
mentó que se debía elaborar dicho plano. 5 4 Con otras 
medidas, esto representaba una mejoría en la descripción 
y registro de las nuevas propiedades. 

Contrastando con la legislación de Reforma y la Repú­
blica restaurada, la política de Díaz y Villada puso mayor 
énfasis en una privatización llevada a cabo cuidadosamente. 
Por supuesto, no querían repetir los errores del pasado. Los 
procedimientos de asignación sencillos y apresurados ha­
bían provocado muchos conflictos entre las comunidades y 
dentro de ellas. En los archivos de los jefes políticos abun­
dan ejemplos de estos conflictos, que pesaban sobre el 
Ayuntamiento y representaban una amenaza para el orden 
público. Villada se daba cuenta de que estos conflictos po­
dían llegar a ser explosivos. Desde el principio, su política se 
caracterizó por la cautela, ya que evitaba cuidadosamente 
imponer la privatización en pueblos recalcitrantes, y espera­
ba, en cambio, el momento que le permitiera hacer avances. 
En este sentido demostró gran paciencia. Los jefes políticos 
y los servidores públicos de la oficina de desamortización 
actuaron como mediadores en cientos de casos difíciles. El 
mismo Villada y su concejo estatal también actuaron como 
mediadores en conflictos por tierras.55 

5 2 HUITRÓN, 1972, p. 144. 
5 3 Memoria de Villada, 1902, pp. 49-50. 
5 4 Circular núm. 1 de la sección de gobernación de la Secretaría 

General, del 26 de agosto de 1904, A M S , Tierras, c. 5, exp. n. 
5 5 ÁVILA, 1990, pp. 22-23; Memoria de Villada, pp. 49-50 y A M S , Tierras, 

c. 4, exp. vi. 
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Sin embargo, el resultado de esta política fue que los 
procedimientos de asignación tomaban cada vez más 
tiempo. A principios del siglo xx los procedimientos en el 
distrito de Sultepec a menudo se suspendían porque se 
tenía que cumplir con una nueva ley. Entre la solicitud y 
la asignación podían pasar muchos años. Este complicado 
procedimiento también incrementaba los costos para el 
demandante. Los gastos ascendían a dos o tres pesos por 
persona, o incluso más. Esto equivalía a entre 15 y 30 días 
de sueldo de un jornalero. Con Vil lada y su sucesor, 
Fernando González (1904-1911), estos gastos se siguieron 
cobrando a los comuneros, dándoles un fuerte argumen­
to para resistirse a la privatización, dada su ' "notoria po­
breza y desgracia". 5 6 

L A OPOSICIÓN 

Se suele suponer que los habitantes de los pueblos se opo­
nían a la privatización. No les permitiría obtener más tie­
rra de la que ya tenían y, a corto plazo, el procedimiento 
sólo acarrearía gastos y problemas. Pero había más. En las 
zonas donde se usaban los métodos de bush-fallow, la pri­
vatización de ciertas parcelas amenazaba con afectar la 
necesaria flexibilidad del sistema. Lo mismo sucedía con 
la privatización de pastizales y montes comunitarios. 
Asimismo, estas tierras eran parte de un sistema agrícola 
relacionado con ciertos derechos tradicionales. Los cam­
bios en los derechos de acceso a ciertas tierras ponían en 
desventaja a parte de los pobladores. 

La enajenación de los ejidos y propiedades de ingreso 
comunitario, tanto los propios como terrenos de cofra­
días, representó un golpe para el territorio y la autonomía 
de las comunidades, pues no sólo tuvo implicaciones eco­
nómicas. E l territorio de la aldea también lo era de sus 
habitantes y parte de su identidad. Habían defendido su 
tierra contra otros pueblos y castas. Tradicionalmente, 

5 6 A M S , Tierras, c. 4, exp. rv y CARBÓ, 1 9 8 9 , p. 107 . 
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había sido de su familia, de sus dirigentes (caciques, pasa­
dos) y de su santo patrono. 5 7 Cuando su control sobre 
estas zonas se veía amenazado, oponían resistencia, y por 
lo general, se oponían con vehemencia a las demandas de 
los habitantes de otras provincias. 

Las aldeas rara vez respondieron a los llamados a la 
desamortización. 5 8 Las resistencias pasiva y activa fueron 
la regla más que la excepción. En este sentido, es sorpren­
dente que las comunidades nunca se hayan aliado. Esta 
falta de cooperación tuvo que ver con la animosidad mu­
tua existente entre muchos pueblos y sus conflictos en 
cuanto a fronteras comunes, 5 9 además, se conocieron po­
cos dirigentes de la resistencia de los pueblos. En Sultepec 
ningún cacique tomó la dirección. Ese papel se desempe­
ñaba tras bambalinas. Los antropólogos señalan que este 
retraimiento fue intencional. 6 0 Los contactos con las auto­
ridades solían darse por medio de los jueces auxiliares, a 
quienes el municipio designaba como intermediarios en­
tre la aldea y el gobierno por un periodo de un año. Sin 
embargo, los documentos demuestran que su lealtad se 
situaba principalmente con la aldea. En su función de re­
presentantes del pueblo, desempeñaron un papel impor­
tante en la resistencia contra la desamortización. 

La forma más simple y generalizada de resistencia en 
Sultepec, como en otras partes, era pasiva. Consistía en ig­
norar las encuestas, los llamados y las leyes del gobierno. 
Este método se aplicó con mucho éxito, sobre todo en las 
épocas de turbulencia económica. Los decretos del go­
bierno federal o estatal se ignoraban o se ahogaban en un 
mar de desinformación. Esto ocurría principalmente en 
las regiones más periféricas. 6 1 U n buen ejemplo es la 

5 7 DENNIS, 1 9 8 7 , passim. 
5 8 Véase también BERRY, 1 9 8 2 , pp. 2 7 7 - 2 9 0 ; BERRY, 1 9 8 1 , P P . 176-177 , 

y j A c o B S , 1 9 8 2 , pp. 47-48 . 
5 9 Respecto a la posición independiente de los pueblos mexicanos 

en conflictos sociales más extensos, véanse los siguientes antropólogos, 

DENNIS, 1 9 8 7 , pp. 7, 1 2 4 - 1 2 7 y 1 3 2 - 1 3 3 ; GREENBERG, 1989 ; PARNELL, 1 9 8 8 , 

pp. 87-88 , y SCHRYER, 1 9 8 6 , pp. 2 8 3 - 3 1 1 . 
6 0 DENNIS, 1 9 8 7 , pp. 1 3 5 - 1 4 0 y PARNELL, 1 9 8 8 , pp. 39-40 . 
6 1 MENEGUS, 1 9 7 9 , p. 9 1 y CARBÓ, 1 9 8 9 , p. 107 . 
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investigación ya mencionada que realizó el gobierno de 
Maximiliano acerca de la tierra comunal. E l Ayuntamien­
to de Zacualpan sólo cooperó con la investigación bajo 
amenaza de multa. Después se pidió a 18 pueblos y comu­
nidades del municipio que proporcionaran información, 
pero sólo seis respondieron. De cualquier manera, los ad­
ministradores locales presentaron su información al go­
bierno como completa. 6 2 

En 1874, se pidió a los pueblos que a la brevedad pre­
sentaran una lista de personas elegibles para obtener un 
terreno de común repartimiento. En el municipio de 
Zacualpan sólo el pueblo de Zacualpilla respondió a esta 
petición. Otros recurrieron a la tradicional táctica de la 
postergación. U n funcionario escribió para decir que no lo­
graba reunir a los habitantes del pueblo y otro sólo refirió 
que en su aldea nadie estaba interesado. Los habitantes 
del pueblo de Huisoltepec estuvieron de acuerdo, aunque 
con la condición de ser el último pueblo en privatizarse 
dentro del municipio. E l jefe político estuvo de acuerdo, y 
como resultado nada ocurrió. Otro llamado, más tarde el 
mismo año, llevó al juez auxiliar a responder que sólo se 
podía asegurar que el pueblo cooperara si se agregaba a la 
aldea un terreno disputado. 6 3 

Los ayuntamientos eran impotentes ante tal oposición. 
Mandar medir y hacer divisiones en un pueblo recalci­
trante era una empresa no sólo costosa, sino arriesgada, ya 
que podía desencadenar una rebelión. 6 4 Se justificaban 
ante los administradores distritales enfatizando sus esfuer­
zos por convencerlos y argüían que la gente era necia. 
Diez años después del importante decreto estatal de 1875, 
el alcalde de Zacualpan escribió: 

Debo informar á U que repetidas veces han sido invitados los 
pueblos de Huisoltepec, Teocalcingo, Mamada y Ayotuzco 

6 2 A M Z , Tierras, c. 1, exp. n. 
6 3 A M Z , Tierras, c. 1, exps. VIII y ix. 
6 4 Thomp' j n escribe que el costo de la desamortización, con la pre­

sencia necesaria del ejército, fue demasiado para el municipio de 
Cuetzalán. THOMPSON, 1 9 9 1 , pp. 225-226. 
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para que cumplan con el decreto ya citado, y sus moradores 
terminantemente se han negado á ello pretextando que los 
terrenos que poseen son de su legítimo propiedad por haber­
los adquirido en tiempo del Gobierno Colonial. 6 5 

Esta era una formulación un tanto hipócrita. Se puede 
suponer que el Ayuntamiento de Zacualpan, así como los 
de los otros municipios, evitaban la desamortización. Así 
ocurrió en el pueblo minero de Tecicapan, cuyos habitan­
tes enviaron cuatro representantes que debían reclamar la 
mayor parte de los terrenos de común repartimiento, 
pero sin pretender cambiar el uso de la tierra. Cuando se 
investigó si esta tierra se podía asignar, y, a continuación, 
se midió y evaluó, la evasión de la ley sin duda salió a la 
luz. Sin embargo, el Ayuntamiento de Zacualpan aprobó 
asignar las tierras a los cuatro representantes.66 

Este método de evasión, señalado también por Jacobs y 
Schryer, se adoptó varias veces en Sultepec 6 7 No sólo las 
autoridades locales e incluso los jefes políticos y el gobier­
no del estado, estaban conscientes de esta práctica, sino 
que además la toleraban. 6 8 En el caso del pueblo de Xo-
chitla del municipio de Sultepec, el jefe político llegó a 
fungir de intermediario entre habitantes del pueblo que 
habían discutido por el uso de sus tierras después de una 
evasión de la ley organizada por ellos. Las tierras se ha­
bían asignado a varios representantes y algunos de ellos 
abusaron de su posición a expensas de otras personas. En 
1887, los agraviados recurrieron al jefe político y tuvieron 
éxito; éste hizo que se firmara un contrato en donde se 
aclaraba que actuarían: 

[. . .] deseando que esos predios los disfruten todos los hijos 
del pueblo, como antiguamente lo acostumbraban, es decir 
antes de que [los siete representantes] los denunciaran. . . 

6 5 A M S , Tierras, c. 1, exp. xxi. 
6 6 A M S , Tierras, c. 1, exp. n. 
6 7 HALVERHOUT, 1990, p. 46; JACOBS, 1982, pp. 48-51, y SCHRYER, 1980, 

pp. 27-28. 
6 8 SCHENK, 1986, pp. 83-88. 
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Además, se estipulaba que una copia del contrato, con 
los siete títulos, se depositaría con una: "persona de ente­
ra confianza y se conserve como propiedad de todo el 
pueblo." 6 9 

Cuatro años más tarde surgió otro conflicto sobre la tie­
rra, y los habitantes fueron nuevamente a Sultepec a pedir 
mediación. Pero ya había otro jefe político, que se negó a 
satisfacer su petición. Los del pueblo no se conformaron 
con esta decisión y acudieron al gobernador para que se 
les ratificara el contrato de 1887. A pesar de la contraven­
ción de la ley de privatización, Villada accedió a la solici­
tud y ratificó el contrato. No fue sino meses más tarde 
cuando el gobierno agregó que la tierra de Xochitla debía 
repartirse entre los habitantes. Más tarde se ignoró esta 
determinación. 7 0 

La gente del pueblo a menudo apelaba al gobierno 
para no responder a las demandas de otros habitantes, 
extranjeros o de comunidades vecinas. Se objetaron más 
de la cuarta parte de las demandas sometidas. Las protes­
tas se solían presentar porque los demandantes exigían 
tierras que otros también utilizaban. Las solicitudes de tie­
rras del pueblo por los ocupantes se rebatían sistemá­
ticamente. Los expedientes de las demandas objetadas 
señalaban que a menudo se proporcionaba información 
falsa acerca de ciertas condiciones de la asignación: tipo 
de tierra, usos previos y linderos, y también acerca del 
origen y edad del solicitante. Para el gobierno era difícil 
evaluar tales demandas y objeciones. Las autoridades dis­
tritales y municipales a menudo dependían de los jueces 
auxiliares para obtener información, e incluso sus res­
puestas no siempre eran confiables. En una situación tal, 
las protestas, por lo general, tenían éxito. Por temor a dis­
turbios de la ley y del orden, las autoridades distritales y 
municipales solían rechazar todas las demandas objeta­
das, aun cuando fueran legítimas, como las de los arren­
datarios. A veces se especificaba en los expedientes que el 

6 9 A H E M , c.079.0, vol. 154, exp. 51. 
7 0 A H E M , c.079.0, vol. 154, exp. 51. 
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procedimiento se había interrumpido porque de otro mo­
do la paz y tranquilidad se verían amenazadas.71 

Los habitantes de los pueblos no vacilaban en protestar. 
Aunque sus esfuerzos fueran infructuosos, no se daban 
por vencidos. Utilizaban los cambios de gobierno para lla­
mar la atención de los nuevos funcionarios, para que 
resolvieran asuntos pendientes. 7 2 También recurrieron a 
consejeros legales y abogados del distrito o de Toluca. En 
general, los habitantes de los pueblos eran bastante capa­
ces de manejar el sistema legal. 7 3 

Como surgían muchos conflictos entre las comunida­
des, y dentro de ellas, el proceso de solución era intermi­
nable, y las victorias o derrotas eran sólo temporales. Los 
feroces conflictos por la desamortización —y por los lími­
tes de terrenos y pueblos— frenaron por completo la pri­
vatización en algunas partes del distrito. Esto ocurrió 
entre las vecinas cabeceras municipales de Amatepec y 
Tlatlaya. Existía una larga tradición de conflicto entre 
ambas y se disputaban la posesión de un gran terreno con 
un valor estimado de 20 000 pesos. Los dos pueblos, a su 
vez, estaban divididos. Los habitantes de las pequeñas 
rancherías reclamaban grandes porciones de tierra, inclu­
yendo una de 10 k m 2 de extensión, a expensas de las cabe­
ceras. Varios jefes políticos trataron de mediar en estos 
conflictos. Tanto Amatepec como Tlatlaya contrataron un 
agrimensor para que inspeccionara sus territorios. Sin em­
bargo, la inspección se suspendió en ambos casos sin obte­
ner resultados y las actividades tendieron a aumentar las 
tensiones.7 4 

7 1 A M S , Tierras, c. 4, exp. rv. 
7 2 Autorización de su abogado por el " común y repúbl ica" de 

Almoloya en un caso contra un coronel del ejército liberal, Registro 
Público de la Propiedad Civil (RPPC) , Notaría Pública I del Distrito de 
Sultepec, libro de protocolos de 1864, actas de los días 9 y 10 de octu­
bre de 1864; A M S , Tierras, c. 2, exp. vil y c. 4, exp. iv. Véanse también 
CARBÓ, 1989, pp. 143-144 y DENNIS, 1987, pp. 65-71. 

7 3 A M S , Tierras, c. 4, exp. rvy SCHRYER, 1980, pp. 106-107. 
7 4 A M S , Tierras, c. 2, exps. rv y vin y c. 3, exp. i . 



28 FRANK SCHENK 

Amatepec y Tlatlaya utilizaron una estrategia de resis­
tencia bastante común, con la que los aldeanos al princi­
pio parecían dispuestos a cooperar con la privatización. 
Sólo planteaban ciertas condiciones, como anular las 
demandas de terceros. Sin embargo, con este esquema, y 
con el tiempo, la cooperación disminuía o se establecían 
nuevas condiciones, como la asignación de un terreno en 
disputa. Los habitantes de Tlatlaya pidieron por lo menos 
tres veces que su territorio se dividiera y se asignara de 
esta forma. En 1891, su petición coincidió con una inva­
sión de las tierras del pueblo de Santa Ana. En 1893, un 
abogado se dirigió al gobierno del estado pidiendo que 
no se tomaran en cuenta las demandas de los provincia­
nos, porque el pueblo quería organizar una división. La 
inspección provocó protestas en los pueblos vecinos de 
San Juan y San Mateo, y finalmente se suspendió. 7 5 En 
1898, se repitió la estrategia: los jueces auxiliares de 
Tlatlaya pidieron al gobierno que suspendiera algunas 
demandas, y ofreció organizar una división por consenti­
miento mutuo con los pueblos circundantes. 7 6 También 
esta petición fue satisfecha, pero no tuvo buenos resulta­
dos. E n 1899, los habitantes de San Pedro se quejaron 
ante el gobernador Vil lada de que los habitantes de 
Tlatlaya habían invadido sus tierras. 7 7 L a división con­
tinuamente solicitada no se llevaría a cabo. Algunos ha­
bitantes de Tlatlaya reclamaron su terreno de forma 
individual a principios del siglo X X . 7 8 

L a resistencia violenta a la privatización ocurría con 
regularidad en el distrito, y por lo general, consistía en 
peleas menores por linderos. E n 1891, sin embargo, la 
amenaza de violencia fue tan masiva que el alcalde de 
Tlatlaya pidió refuerzos militares. Las operaciones de una 
compañía deslindadora habían generado inquietud en los 
pueblos. Santa Cruz la había contratado, y los habitantes 

7 5 A M S , Tierras, c. 2, exps. iv y vin y c. 3, exp. i . 
7 6 A M S , Tierras, c. 4, exp. rv. 
7 7 A H E M , c. 078.0, v. 154, exp. 58. 
7 8 A M S , Tierras, c. 6, exp. vin. 
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de los pueblos circundantes se habían rebelado inmedia­
tamente después de la llegada del personal. 7 9 

En 1893 ocurrió un incidente trágico en el municipio 
de Amatepec. E l dueño de la hacienda L a Goleta había 
comprado tierras a las comunidades, tanto antes como 
después de la privatización. Los ocupantes de la ranchería 
E l Cristo se sentían seriamente amenazados por la familia 
del hacendado, y recurrieron a las autoridades. A l ver fra­
casar su apelación al jefe político, acudieron a Vil lada 
pidiéndole que les asignara la tierra a ellos. E l gobernador 
aceptó la petición, mas su respuesta llegó demasiado tarde 
al distrito. Por la noche, un grupo de campesinos mató al 
hacendado y a su hijo. E l gobierno envió soldados para 
intentar detenerlos y obligó a los habitantes de Amatepec 
a declarar que se someterían a los decretos del gobierno 
respecto a la división de sus terrenos de común reparti­
miento. Hicieron la declaración, aunque no pasó de ahí. 8 0 

Pronto se reanudaron los conflictos en torno a los límites 
del pueblo y a las demandas de las rancherías. 

Estos incidentes parecen indicar que el gobierno era 
impotente ante la violencia generada en los pueblos. Los 
asaltos, generalmente, se cometían de noche, mientras 
que el terreno montañoso ofrecía a sus perpetradores 
escondites adecuados. Además, tenían la posibilidad de 
cruzar la frontera del estado antes de que llegaran los 
refuerzos de Toluca. 

CONCLUSIÓN 

L a privatización de las propiedades comunales de los pue­
blos en el distrito de Sultepec fue muy caótica. Más de 
medio siglo después de la promulgación de la ley Lerdo, 
la privatización aún no se completaba en muchas aldeas. 
Los resultados logrados, a menudo adolecían de fallas 

7 9 A H E M , Gobierno, c. 091.1, v. 175, exp. 10. 
8 0 A H E M , Gobierno, c. 078.0, v. 154, exp. 50; A M S , Tierras, c. 2, exp. 

yin, y RPPC, Not. i . Sul., lib. de prot. de 1893, act. 107 del 7 de diciem­
bre de 1893. 
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serias y provocaban conflictos entre los pueblos y dentro 
de ellos. 

E l momento en que se decidió promover la privatiza­
ción fue de lo más desatinado. En principio, la ley tuvo 
consecuencias directas y drásticas para la mayor parte de 
la población mexicana, mientras el clima político no estu­
vo lo suficientemente maduro para recibirla. Lo que es 
más, el estatuto era oscuro. En primer lugar, se orientaba 
a las propiedades de la Iglesia, ya que lo referente a la pro­
piedad comunal debía ejecutarse después. Esto sólo ocu­
rrió en la legislación de los estados, que sería promulgada 
bajo la República restaurada. En estos bandos se omitía la 
prohibición general de la propiedad comunal incluida en 
la Constitución de 1857, y los ejidos de las aldeas queda­
ban exentos de la privatización. Además, estas disposicio­
nes introducían el principio de un procedimiento de 
privatización organizado por pueblo o comunidad. Se ins­
taba a las autoridades distritales y municipales para tomar 
la iniciativa. 

Sin embargo, las autoridades no estaban preparadas 
para esta tarea. No tenían a su disposición los medios ni el 
personal necesarios para llevar a cabo la división de las 
aldeas. Los límites de los pueblos se disputaban a menudo 
y mediante fuertes conflictos. La gente de los pueblos se 
negaba a abandonar sus demandas sobre las áreas disputa­
das antes de su inspección, y al mismo tiempo se oponían 
al costo del procedimiento, lo cual provocaba, a menudo, 
que las actividades se realizaran en forma mediocre. 

Los nuevos esfuerzos emprendidos por los gobiernos 
federal y estatal alrededor de 1890, para llevar a cabo la 
privatización, equivalieron a abrir la caja de Pandora en el 
distrito de Sultepec. Aunque la administración de Villada 
se esforzó por no imponer la desamortización, las nuevas 
iniciativas provocaron que revivieran las tensiones dentro 
de los pueblos y entre ellos. La desamortización dio a las 
comunidades y a sus habitantes una excusa para reclamar 
las tierras disputadas. Esto paralizó por completo la priva­
tización en algunas partes del distrito, como alrededor de 
las cabeceras municipales de Amatepec y Tlatlaya. 
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Los gobiernos estaban conscientes de que estas tensio­
nes en torno a la propiedad de los pueblos podían condu­
cir a una explosión. La administración de Díaz moderó su 
política de privatización a principios del siglo xx. E l 
gobierno del Estado de México, tomó cada vez más medi­
das para mejorar el procedimiento de la privatización. 
Después del cambio de siglo, se creó en Toluca una agen­
cia especial con este propósito, pues el manejo de las 
demandas y conflictos estaba más centralizado. E l gobier­
no mostró un alto nivel de paciencia, y la resolución de 
una sola demanda podía tardar muchos años. Esta mane­
ra prudente y cuidadosa de abordar el asunto fue el único 
método realista para lograr resultados permanentes. Sin 
embargo, el cambio de curso se operó demasiado tarde 
para tener éxito. La Revolución terminó con la política de 
desamortización, que finalmente se había moderado. 

Traducción de Lucrecia ORENSANZ 
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